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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 19 de septiembre de 2007, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Roncoroni, Negri, Pettigiani, Kogan, Genoud, Hitters, Soria, de Lázzari, Domínguez, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 85.339, "Menéndez, Atilio Emilio y Amalio contra Caldas Villar y Marín Figueroa, Marcos. Consignación de alquileres".

A N T E C E D E N T E S


La Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Dolores revocó el fallo de origen y, en consecuencia, declaró válida la consignación de llaves del bien locado y reconoció fuerza de pago a la consignación del alquiler proporcional correspondiente al primer mes del segundo período locativo anual.


Se interpuso, por la demandada, recurso extraordinario de nulidad.


Oído el señor Subprocurador General, dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de dictar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar las siguientes

C U E S T I O N E S


1ª) ¿Constituyen cuestión esencial los reparos opuestos por la parte apelada a la suficiencia de la expresión de agravios?


     En su caso:


2ª) ¿Es fundado el recurso extraordinario de nulidad?

V O T A C I O N


A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Roncoroni dijo:

En tanto la decisión sobre la suficiencia de la expresión de agravios pudiera influir definitivamente en el resultado del pleito, corresponde considerarla esencial en los términos del art. 168 de la Constitución local (reformada en 1994).


Comparto así el criterio sustentado por mi distinguido colega doctor Hitters (conf. Ac. 65.394, sent. del 29‑IX‑1998; P. 69.978, sent. del 29‑IX‑1998; Ac. 72.097, sent. del 10‑V‑2000; Ac. 77.654, sent. del 1‑IV‑2004). 


En consecuencia, respondo afirmativamente a la cuestión planteada.


Voto por la afirmativa.


A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:


La resolución sobre la suficiencia de la expresión de agravios puede gravitar decisivamente en el resultado final del litigio, por lo que corresponde considerarla esencial en los términos del art. 168 de la Constitución provincial (mi voto en Ac. 46.691, entre otras) ello sin perjuicio de que pueda recibir una consideración implícita por parte del tribunal de apelación.


Voto por la afirmativa.


A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:


Considero que, como se sostuviera por esta Corte en Ac. 25.792 (sent. del 19‑II‑1980, publicada en "Acuerdos y Sentencias", 1980‑I‑62), las impugnaciones de la parte apelada respecto de la suficiencia de la expresión de agravios de la contraria, constituyen cuestiones esenciales en los términos del art. 168 de la Constitución provincial, entendiéndose por tales las que, según las modalidades del caso, resultan necesarias para la correcta solución del pleito, se encuentran constituidas por puntos o capítulos de cuya decisión depende directamente el sentido y alcance del pronunciamiento y que por su naturaleza influyen directamente en el mismo (causas Ac. 32.953, sent. del 12‑VI‑1984; Ac. 42.311, sent. del 31‑X‑1989 en "Acuerdos y Sentencias", 1989‑IV‑15; Ac. 43.836, sent. del 20‑XI‑1991; Ac. 45.992, sent. del 19‑X‑1993 en "D.J.B.A.", 145‑249, "La Ley Buenos Aires", 1994‑C‑107; Ac. 50.762, sent. del 7‑III‑1995 en "D.J.B.A.", 148‑223, "El Derecho", 164‑400, "Jurisprudencia Argentina", 1995‑III‑638; Ac. 57.889, sent. del 17‑II‑1998; entre otras), carácter que reviste la objeción formulada relativa a la insatisfacción en el libelo de expresión de agravios de las exigencias procesales previstas por el art. 260 del Código Procesal Civil y Comercial, pues a la decisión de tal planteo, en uno u otro sentido, se supedita el resultado del fallo a dictar por la alzada.


Por ello, voto por la afirmativa.


A la primera cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo:


Al votar en la causa Ac. 77.654 ‑citada por el doctor Roncoroni en el presente‑ adherí a la opinión del doctor Soria quien, al suscribir a la opinión del doctor de Lázzari, agregó lo siguiente:


"La falta de tratamiento expreso por parte del a quo al planteo de insuficiencia de los agravios formulados a fs. 595/596 por el recurrente, no puede ser considerada cuestión esencial en los términos del art. 168 de la Constitución provincial. Es que, la denunciada deficiencia de la Alzada ‑de haberse configurado‑, no se relaciona con los elementos que han estructurado la litis, sino que trasunta un aparente defecto en el examen de admisibilidad del recurso impetrado por la aquí demandada a fs. 588/592. Tal examen, al no exceder las facultades propias que incumben a los jueces de la causa, es por regla, irrevisable en la instancia extraordinaria".


Por lo expuesto, voto por la negativa.


A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:


Coincidiendo con el criterio sentado por el doctor de Lázzari, en la causa Ac. 77.254, ya citada, al que adherí, considero necesario transcribirlo:


"La exigencia de resolver las cuestiones esenciales planteadas por las partes, cuyo incumplimiento depara la nulidad en los términos de los arts. 168 y 161 inc. 3º, ap. b) de la Constitución, se vincula inescindiblemente con el principio de congruencia. Se trata del análisis y resolución de aquellos puntos que constituyen la estructura de la traba de la litis y conforman el esquema jurídico que la sentencia necesariamente debe atender para la solución del litigio (esta Corte, 'D.J.B.A.', t. 111, pág. 57, t. 116, pág. 118, t. 117, pág. 217, t. 119, pág. 631, entre muchos otros precedentes y mi opinión en causas Ac. 65.394, sent. del 29‑IX‑1998, en 'D.J.B.A.' 155‑389; Ac. 69.978, sent. del 29‑IX‑1998, en 'D.J.B.A.' 155‑411; Ac. 68.219, sent. del 23‑II‑2000, en 'D.J.B.A.' 158‑103)".


"Las cuestiones esenciales, por tanto, son aquéllas que han determinado la plataforma misma de la litis. Como expresan Azpelicueta‑Tessone, remiten ontológicamente a los elementos de la pretensión y oposición ("La alzada, Poderes y deberes", Ed. Platense, p. 205)".


"En esas condiciones, la omisión en que incurriese la Cámara sobre el planteo de insuficiencia del memorial de agravios no participa de aquella condición por vincularse a una temática que no concierne a la base constitutiva del proceso. Es cierto que la eventual admisión del planteo podría sellar la suerte del juicio en la medida que la deserción del recurso depararía firmeza al fallo de primera instancia. Pero esa influencia no es distinta de la que posee, en general, la inocultable incidencia que en el desenlace del juicio poseen diversas alternativas procesales vinculadas con la noción de carga".


Por coincidir con lo expresado es que doy mi voto por la negativa.


A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


Adhiero al voto del doctor Roncoroni que tuviera la amabilidad de citar mi opinión en la causa Ac. 77.654 (sent. del 1‑IV‑2004).


En consecuencia, voto por la afirmativa.


A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:


En coincidencia con lo expuesto por la doctora Kogan al citar mi opinión en la causa mencionada por los distinguidos colegas que me preceden, voto por la negativa.


A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:


El doctor Genoud tuvo la deferencia de citar el criterio que sustentara en la causa tantas veces referenciada por lo que adhiero a su voto dando el mío por la negativa.


A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Domínguez dijo:


1. He de adelantar que adhiero al voto del doctor Pettigiani. El art. 260 del Código Procesal Civil y Comercial dispone el traslado de la expresión de agravios del recurrente y los argumentos que se pudieran verter en su oportunidad están destinados a permitir que la parte apelada pueda contestarlos en orden a su suficiencia y con ello resulta evidente que se puede llegar a incidir en el resultado del fallo.


2. Desde este aspecto y sobre la base de los principios de bilateralidad y contradicción que hacen al debido proceso, los mismos, no pueden ser tratados en forma implícita y considerar que medió una denegación tácita de éstos al no recibir tratamiento expreso, cuando la apelada, actuó con el sustento legal mencionado. Aquél que ha obtenido una sentencia a su favor cuenta también ‑en base a la norma comprometida‑ con la posibilidad de defender los argumentos del juzgador contestando las críticas concretas que materialice la parte apelante contra aquellos aspectos del fallo que se disconforma.


3. El traslado ‑a diferencia de la Vista‑ es la forma típica de conexión mediante la cual la autoridad genera las cargas procesales, cuyo incumplimiento, debe revertir necesariamente en contra el interés del incumpliente. Por tanto, el guardar silencio cuando el juez coloca en la carga de contestar ‑y más allá de los efectos de la preclusión en este tramo‑ resulta obvio que debe producir algún efecto contrario al interés de éste. Siempre que la autoridad efectúa los actos de conexión lo hace a fin de dar oportunidad a una de las partes para que haga o diga lo que quiera respecto de la instancia ejercida por la otra (cfr. Adolfo Alvarado Velloso. "Introducción al Estudio Del Derecho Procesal", Ed. Rubinzal‑Culzoni, año 2000).


4. De modo ‑entonces‑ que si se presenta el apelado a contestar la expresión de agravios, no es posible de soslayar su responde en razón que por dicho acto intentó de rebatir los agravios del apelante a fin de mantener los fundamentos de la sentencia cuestionada y ‑esto que hace al derecho de defensa‑ implica, a fin de resguardar la más importante regla de juzgamiento que constituye la congruencia procesal, que el sentenciante se pronuncie guardando estricta conformidad con lo pedido y lo resistido por las partes.


5. Como bien lo destaca, al respecto, Osvaldo Alfredo Gozaini en su obra "Respuestas Procesales": no basta con declamar el deber o la potestad de respuesta si en el proceso no se ha hecho efectivo el derecho a la contradicción, pues a partir de su adecuada implementación se consigue dictar una sentencia válida, que no vulnera en la instancia la garantía de la defensa en juicio y fundamentalmente por esta doble circunstancia: a) tiene que prevalecer en la formación del litigio entre partes la posibilidad de fijar cada una la posición respecto a los hechos; b) debe existir la posibilidad de adquirir con cierta facilidad la certeza de cada una de las posiciones, a lo que aduna, que el Juez debe tener a su disposición un proceso que le permita llegar a fijar con toda claridad cada una de las posiciones que se mantienen en el proceso; y debe poder conseguir fácilmente la certeza de los hechos que se le plantean a debate y podrá tener el medio adecuado para pronunciar una sentencia y con todas las garantías (op. y autor cits., Editorial Ediar, año 1999). Es así, que la decisión a adoptar, debe estar precedida de la debida audiencia a fin de garantizar la debida tutela del derecho constitucional de defensa en juicio.


6. Estos fundamentos me llevan a la convicción que las objeciones formuladas por la parte apelada sobre la suficiencia de la expresión de agravios de la contraparte, cualquiera sea su acierto, son cuestiones esenciales a decidir en el sentido del art. 168 de la Constitución provincial y requieren de una respuesta motivada a sus postulaciones. (conf. Ac. 34.412 y Ac. 34.588, ambas sents. del 29‑IX‑1987, en "Acuerdos y Sentencias", 1987‑IV‑17 y 24, respectivamente).


Voto por la afirmativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Roncoroni dijo:


1. La recurrente pretende de esta Corte una sentencia que declare la nulidad del fallo del a quo. Aduce como motivo la omisión de tratamiento de dos cuestiones esenciales.


Anticipo que daré respuesta negativa a la segunda cuestión planteada.


2. La primera cuestión que se denuncia como preterida, según la pieza recursiva de la quejosa (fs. 113/114), es la insuficiencia de la expresión de agravios presentada por la actora (fs. 77/78 vta.), tema que fuera oportunamente propuesto a consideración de la alzada (fs. 83 vta.).


El tribunal a quo no trató expresamente la alegada insuficiencia de la expresión de agravios, asumiendo la faena jurisdiccional de expedirse sobre los agravios que le fueron propuestos para concluir, al cabo de la misma, que correspondía revocar la sentencia de origen, declarando válida la consignación de las llaves y con fuerza de pago la consignación de la parte proporcional del alquiler correspondiente al primer mes del segundo período locativo anual (fs. 98/101).


Al haber efectivamente la Cámara, considerado los requiebros de la actora apelante, cabe entender que en forma tácita el a quo ha visto como eficaz la expresión de agravios, configurándose entonces un implícito tratamiento de las objeciones que lanzara al ruedo la parte apelada. Criterio éste que también comparto y que dejara explicitado al votar en casos similares el señor Juez doctor Hitters (conf. Ac. 65.394 y Ac. 69.978, ambas sents. del 29‑IX‑1998). El directo abordaje de los agravios propuestos por el apelante implica un juicio positivo sobre su eficiencia (conf. "Acuerdos y Sentencias", 1973‑I‑456, causa Ac. 28.539); no produciéndose quebranto a la mencionada norma constitucional, la que sólo exige que los organismos jurisdiccionales resuelvan todas las cuestiones que le fueran sometidas por las partes, pero sin determinar cómo esas cuestiones deben ser falladas (conf. Ac. 34.412, dictamen del entonces Procurador General, doctor Laborde).


También adhiero al argumento según el cual, la competencia de los tribunales y en especial la de los de alzada, es cuestión de orden público (Couture, E.J., "Fundamentos de Derecho Procesal", 3ª ed., Editorial Depalma, pág. 368), por lo que la Cámara estaba obligada a ocuparse de la eficiencia de la queja aún en ausencia de una expresa solicitud en tal sentido del vencedor de la instancia anterior. El pedido del interesado no haría otra cosa que recordar al Tribunal de apelación una responsabilidad que le es propia y que debe reputarse satisfecha en el caso. Una situación parecida se suscita cuando un juez, al resolver por primera vez en un proceso, nada dice sobre su competencia, deduciéndose del contenido de la resolución que la ha asumido positivamente. Resulta en este caso, como también así acontece con relación a la suficiencia de la expresión de agravios, que la cuestión no ha sido omitida sino desplazada.


3. El quejoso ha denunciado también como omitida la alegada mora en que incurriera el locatario en el pago del segundo período de los alquileres. El tema fue oportunamente propuesto al juez de origen en oportunidad de contestarse el traslado de la demanda de consignación (fs. 7) y reiterado ante el a quo mediante la expresión de agravios (fs. 114/118).


Como lo he sostenido antes de ahora, la determinación del estado de mora constituye una cuestión esencial (cf. Ac. 79.111, sentencia del 19‑III‑2003). Se entiende por tal, en los términos del art. 168 de la Constitución local, aquélla que, según las circunstancias particulares del caso, resulta necesaria para la correcta solución del pleito. La cuestión esencial se integra con los puntos o capítulos de cuya decisión depende el sentido y alcance del pronunciamiento, influyendo realmente por su naturaleza en el fallo (conf. Ac. 34.083, sentencia del 8‑X‑1985, "Acuerdos y Sentencias", 1985‑III‑1985; Ac. 47.347, sentencia del 11‑IV‑1995, "Acuerdos y Sentencias", 1995‑II‑9; Ac. 51.687, sentencia del 1‑X‑1996).


El motivo que justifica la nulidad de la sentencia del a quo es la falta de consideración de dicha cuestión, lo que no advierto haya ocurrido en el presente caso. Comparto en este aspecto el dictamen del señor Subprocurador General, quien considera que la solución a la que arribó el sentenciante, deja en claro que medió un tratamiento implícito de la misma.


En efecto, el tribunal analizó la relación locativa convenida por tres años, el primero de los cuales fue pagado al comienzo del período. Ponderó la interpelación extrajudicial fehaciente que explicitó la voluntad resolutoria del locatario y, también, el resultado negativo de la misma, lo que justificó la consignación de las llaves y del alquiler proporcional anual (fs. 99).


Juzgó el a quo que "... la consignación se intenta previa intimación extrajudicial y otras gestiones conducentes, precisamente con la conclusión del primer período anual..." (fs. 99 vta.), lo que evidencia que implícitamente descartó la posibilidad de que el locatario incurriera en mora, más allá del acierto o desacierto de tal decisión, circunstancia que, como es sabido, resulta extraña al medio de impugnación intentado.


Tiene dicho esta Corte que la omisión en el tratamiento de cuestiones esenciales que justifica la nulidad del fallo no es aquélla en la que la materia aparece desplazada o tratada implícita o expresamente, pues lo que sanciona el art. 168 de la Constitución local es la omisión de tratamiento de una cuestión esencial y no la forma en que ésta es resuelta (conf. Ac. 60.399, sent. del 21‑IV‑1998; Ac. 69.411, sent. del 22‑XII‑1999; Ac. 66.897, sent. del 16‑II‑2000; Ac. 74.092, sent. del 28‑III‑2001; Ac. 79.607, sent. del 16‑XII‑2002).


Voto, en consecuencia, por la negativa.


El señor Juez doctor Negri, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Roncoroni, votó la segunda cuestión también por la negativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:


1) Atendiendo a lo que sostuve al votar la primera cuestión, expreso también mi coincidencia con lo que esta Corte dijera en la causa referenciada, en cuanto a que las citadas objeciones a la suficiencia técnica de la expresión de agravios requieren un tratamiento explícito, por lo que la circunstancia de que la alzada haya derechamente considerado los agravios planteados, no la exime de conocer sobre tal cuestión, y en consecuencia, no se sanea la nulidad del fallo (art. 168 de la Constitución provincial) en razón de que no pueden desestimarse sin examen expreso cuestiones de las que depende el resultado de la litis.


A mayor abundamiento, es dable agregar que si se admitiera su tratamiento tácito, ello importaría, en mi criterio, convalidar una suerte de arbitrariedad frente a un planteo concreto de transgresión a una norma significativa como la del art. 260 del Código adjetivo, que intenta asegurar la seriedad de los planteos recursivos.


Ello así pues, de otro modo, se habilitaría al sentenciante a guardar silencio sobre cuestiones sometidas a su juzgamiento, omitiendo pronunciarse sobre el particular, y pasando a resolver sin más un planteo lógicamente posterior a aquéllas. En ese orden, frente a la decisión del juzgador sobre el fondo de la litis, sin analizar previamente las excepciones que le fueron oportunamente interpuestas, cabría entender su inconsideración como un rechazo tácito de aquéllas. Lo mismo sucedería con respecto a un planteo de inconstitucionalidad incoado por una de las partes ‑tema de trascendencia superlativa en el ámbito del Derecho‑, ya que frente a la preterición del iudex sobre tal cuestión, y siendo la declaración de inconstitucionalidad de las leyes la ultima ratio, podría inferirse que el mismo fue implícitamente desestimado. También si el sentenciante acoge en su pronunciamiento la demanda y omite pronunciarse sobre la pretensión reconvencional, podría entenderse que ésta ha sido rechazada tácitamente en todos sus términos, sin que, en todos estos supuestos mencionados, se viera conculcado la garantía del debido proceso y de la defensa en juicio (art. 18 de la Constitución nacional).


Se violaría además, en mi parecer, el art. 163 inc. 6º del Código Procesal Civil y Comercial que requiere la decisión expresa, positiva y precisa de conformidad con las pretensiones deducidas en el juicio..., cuyo mandato por imperio del art. 164 del Código de forma, se torna aplicable a los fallos que se dicten en segunda o ulterior instancia. Ello no significa, interpretada tal disposición en un marco de razonabilidad, que se deba seguir a las partes en todas sus argumentaciones (conf. causas Ac. 57.532, sent. del 17‑II‑1998; Ac. 56.289, sent. del 11‑III‑1997; Ac. 57.592, sent. del 28‑V‑1995; Cám. Civ. y Com. de Trenque Lauquen, sent. del 23‑IX‑1986; entre otras) pero tampoco que puedan obviarse aquellos planteos esenciales, que por ser tales, de la decisión que sobre ellos recaiga depende el resultado del proceso, y cuyo tratamiento coadyuva a una adecuada solución del litigio (conf. causas Ac. 33.474, sent. del 6‑VII‑1984; Ac. 33.628, sent. del 5‑III‑1985, en "Acuerdos y Sentencias", 1985‑I‑237, "Jurisprudencia Argentina", 1985‑IV‑174, "La Ley Buenos Aires", 1985‑D‑11; Ac. 50.077, sent. del 14‑XII‑1993, en "D.J.B.A.", t. 146, p. 65; Ac. 54.663, sent. del 7‑II‑1995, en "Acuerdos y Sentencias", 1995‑I‑25, "Jurisprudencia Argentina", 1996‑I‑551; Ac. 57.892, sent. del 4‑III‑1997; L. 35.742, sent. del 29‑IV‑1986, en "Acuerdos y Sentencias", 1986‑I‑496; Cám. 1ª Civ. Com. de La Plata, sala II, RSD 243‑1994, sent. del 1‑XII‑1994; Cám. 1ª Civ. Com. de La Plata, sala II, RSD 38‑1995, sent. del 4‑IX‑1995; entre otras).


Un proceder semejante avalaría actitudes jurisdiccionales contrapuestas con la tutela de un adecuado y efectivo servicio de justicia (arts. 15, Const. de la Prov. de Bs. As. y 18 de la nacional).


Finalmente, cabe señalar que imputar excesivo rigorismo formal a la exigencia de que el tribunal se pronuncie expresamente sobre la suficiencia de los agravios, cuando ellos han sido explícitamente cuestionados por la parte, constituiría una verdadera conculcación a los derechos de quien goza la garantía irrestricta de contar con un pronunciamiento motivado, que resuelva el conflicto de interés jurídicamente relevante planteado en sede jurisdiccional, y no con una mera apariencia del mismo (arts. 15, Const. prov., 18 de la federal y 8 del Pacto de San José de Costa Rica).


2) Por lo demás, doy mi adhesión al resto de lo decidido por el doctor Roncoroni.


Por las razones expuestas, voto por la afirmativa.


A la segunda cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo:


Teniendo en cuenta el resultado al que se arribara por mayoría al votar la primera cuestión, adhiero a la opinión del doctor Roncoroni en lo que esta cuestión se refiere, votando por la negativa.


El señor Juez doctor Genoud, por los mismos fundamentos que el señor Juez doctor Roncoroni, votó a la segunda cuestión planteada también por la negativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


Adhiero al voto del doctor Roncoroni.


Sólo deseo agregar a mayor abundamiento, que hay omisión de cuestión esencial cuando la Cámara ‑o el tribunal colegiado de instancia única‑ incurre en una verdadera inadvertencia de la propuesta, pero no cuando la falta de tratamiento expreso de la temática aparece naturalmente desplazada por la atención brindada a otra que lógicamente supone haber olvidado la problemática.


Para arribar a esta solución busco, por un lado evitar el excesivo formalismo, y por otro, sigo la tesis de que las nulidades ‑y más aún cuando se trata de sentencias‑ deben acogerse con criterio restrictivo, partiendo de la idea que ‑en principio‑ debe estarse por la conservación del acto procesal y no por su decaimiento (doctrina de los arts. 169, 34 aps. 5 b y 3 del C.P.C.C.).


Por todo lo expuesto considero que la Cámara a quo, al abordar las demás cuestiones de la expresión de agravios tácitamente se ha ocupado de la suficiencia discutida.


Voto por la negativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

1. Si bien, en mi opinión, no reviste calidad de esencial el tópico referido a los reparos opuestos por la parte apelada a la suficiencia de la expresión de agravios, visto el resultado de la votación respecto de la primer cuestión planteada en autos, entiendo que el abordaje efectuado por la Cámara de Apelación de los agravios sometidos a su consideración por el apelante, importó una tácita aceptación de la suficiencia del escrito impugnatorio en los términos del art. 260 del ordenamiento procesal (v. mi voto en Ac. 88.688, "Betoled", sent. de 27-VI-2007).


2. En lo que respecta a los restantes agravios esgrimidos por el impugnante, adhiero a lo expresado por mi distinguido colega doctor Roncoroni en el punto 3 de su voto.


Por lo brevemente expuesto, doy mi voto por la negativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:


Adhiero a la propuesta del doctor Roncoroni, aunque deseo agregar, en lo que respecta a lo sostenido en el punto 2) de su voto que, conforme se resolviera en la causa Ac. 46.691 (v. opinión del doctor Pisano), la obligación que tienen los tribunales de tratar las cuestiones esenciales, no implica la de seguir a las partes en sus argumentaciones (causa Ac. 40.366, sent. del 6‑VI‑1989). La consideración de los agravios por parte del tribunal de alzada importa un implícito rechazo de las objeciones formuladas a su suficiencia.


Voto por la negativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Domínguez dijo:


1. Tengo la opinión que no se encuentra abastecido el requisito de motivación cuando se omite el tratamiento expreso de los planteos formulados por las partes.


Fundar adecuadamente la decisión que heterocompone el litigio forma parte de uno de los deberes de los jueces y se encuentra consagrado expresamente en diversas constituciones y en todas las leyes procesales del continente que no adoptan la institución del jurado. Su cumplimiento exige que toda sentencia sea motivada con la construcción de un razonamiento lógico suficiente para que un hombre sensato pueda saber con certeza por qué el Juez falló en el sentido en que lo hizo y no en otro. La notable importancia que tiene este deber en el mundo contemporáneo fue desconocida en el pasado. Tanto es así que, por ejemplo, la Real Cédula de Carlos III de España (1778) mandaba a la audiencia de Mallorca que cesara en la práctica de motivar las sentencias para evitar las cavilosidades de los litigantes (conf. Adolfo Alvarado Velloso, "Introducción al Estudio del Derecho Procesal", 2da. parte, pág. 56, Rubinzal Culzoni Editores, año 1998).


Este deber es recepcionado en nuestra normativa procesal en el art. 164 por remisión al art. 163 inc. 5 del Código Procesal Civil y Comercial. Estas normas, tienen la finalidad de salvaguardar la necesidad de excluir todo acto de autoridad y la de garantizar el derecho al control de legalidad, certeza y razonabilidad del fallo.


Se efectiviza ‑de esta manera‑ un principio que hace al sistema republicano: el de conocer las razones por las cuales se decidió la absolución o condena.


2. También denuncia comprometido la demandada el art. 168 de la Constitución provincial por la falta de tratamiento de la cuestión esencial del estado de mora y la consiguiente obligación de pagar el precio del alquiler correspondiente a la segunda anualidad.


De la misma manera que lo dictamina el señor Subprocurador General considero que la cuestión que se denuncia omitida ha resultado desplazada al resolver la Excma. Cámara en base a la interpelación extrajudicial fehaciente sobre el manifiesto ánimo resolutorio del locatario que culminó con la consignación judicial de las llaves y alquiler proporcional anual. En estos términos ‑y señalando que no se trataba del caso del inquilino que comparece al promediar un período contractual y pretende resolver sin pagar‑ también concluyó que la pretensión de los locadores de cobrar un segundo año de alquiler adelantado por un inmueble que no iba a ser locado rompía el sinalagma del contrato. Fundamenta ‑asimismo‑ en ley su decisión.


Ahora bien, el acierto jurídico con que habría sido resuelta se trata de un tema propio del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley y ajeno a la vía intentada (Ac. 45.905).


Así lo voto.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, de conformidad con lo dictaminado por el señor Subprocurador General, por mayoría, se rechaza el recurso extraordinario interpuesto; con costas (art. 298, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase. 
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